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PRÓLOGO

La historia de la ejecución de las sentencias contencioso-administra-
tivas es la historia de un lamento. La historia de un lamento prolongado,
sentido directamente por los abogados y expuesto por los juristas, un
lamento objeto de crónica fiel por la doctrina científica, que se añade al
lamento mismo. Y lo que es más significativo, lamento también por parte
de los jueces y tribunales, tanto del propio orden contencioso-adminis-
trativo como del mismo Tribunal Constitucional.

Ya se lamentaba hace más de un siglo Hauriou cuando proclamaba,
refiriéndose al juez administrativo, que «un juez que no puede ejecutar
sus sentencias, no es un verdadero juez». Las trabas de la Administración,
la inactividad, la pasividad administrativa, la impotencia del juez, son las
constantes denuncias que acompañan a toda la historia del contencioso-
administrativo. Eso es así y no puede ignorarse la situación tantas veces
puesta de manifiesto. Pero el maestro francés, con su advertencia, no sólo
se lamentaba de una situación de facto, sino que apelaba a una profunda
anomalía institucional.

Pues bien, creo que en el momento actual, y en el sistema contencioso
administrativo español, ya no es posible hablar de anomalía institucional.
Tras la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa de 1998, con su
aportación al desarrollo de las exigencias constitucionales, el juez puede
ya ejecutar sus sentencias. Desde luego, bajo el prisma de la configura-
ción legal de los poderes del juez, el sistema ha avanzado sensiblemente
hasta donde es posible llegar. Otra cosa es su aplicación efectiva, el dere-
cho real, que es con el que contrasta la vida real de los ciudadanos.

Pero el sistema vigente incluye ciertamente una serie de mecanismos
en manos del juez que permiten vencer las pasividades y resistencias que
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en su caso pueda oponer la Administración. Un ejemplo de esos meca-
nismos es lo que en otro lugar he denominado la unificación procesal de
los problemas de la ejecución, que permite incluir en el proceso de eje-
cución, por vía de incidentes, todas las cuestiones que se susciten, com-
prendida la anulación de los actos dictados con la finalidad de eludir el
cumplimiento de la sentencia. Y con él, los demás instrumentos que el libro
que tenemos en las manos se cuida de analizar con todo detalle.

El autor de la obra, el doctor Isaac Martín, forma parte de esa gene-
ración de estudiosos que podríamos denominar plenamente «postconsti-
tucionales», esto es, nacidos después de 1978 y, en todo caso, formados
totalmente en vigencia del orden jurídico nacido de la Constitución. Y ello
influye, creo yo, en la naturalidad con que se acercan a las problemáti-
cas jurídico-dogmáticas que ofrece el Derecho positivo posterior a la Cons-
titución. En este caso, a la regulación de la ejecución de las sentencias
en la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa de 1998 y sus pos-
teriores reformas. Pero ello no quiere decir que se padezca de algún tipo
de adanismo jurídico en el análisis de las instituciones. Al contrario, como
demuestra el trabajo de Martín, es usual recurrir al conocimiento (y reco-
nocimiento) histórico para exponer y valorar la evolución y, con ella, las
razones que explican el derecho hoy vigente.

En el caso que nos ocupa, es especialmente significativa la compara-
ción que el autor trae a colación entre el debate producido en la discu-
sión de la Ley de la Jurisdicción de 1888, respecto al sistema de ejecu-
ción de las sentencias, y el suscitado en torno a la aprobación de la actual
Ley de 1998. Se puede así comprobar cómo ha cambiado el lugar mismo
que ocupa la cuestión en el conjunto de la situación, del contexto polí-
tico-institucional. Porque, en efecto, pone de manifiesto el autor cómo se
ha pasado de la cruda contraposición política en lo más sustantivo que
remite al concepto mismo del Estado y de la separación de poderes, con-
frontación producida con ocasión de la aprobación de la Ley de Santa-
maría de Paredes y que en su día estudió Luis Martín Rebollo, al debate
eminentemente técnico, que tiene lugar con la aprobación de la actual Ley
de la Jurisdicción, en 1998, un debate técnico, casi de perfeccionamiento,
no quiero decir de perfeccionismo, de los mecanismos depurados ya del
Estado de Derecho, donde se extrema el rigor para tapar los últimos res-
quicios que aún quedaban al descubierto.

El autor llega a una conclusión que podría sorprender por su apa-
rente sencillez: la Administración Pública, en fase de ejecución o cum-
plimiento de las sentencias, está simplemente sujeta a la actividad coac-
tiva del juez contencioso. El poder sujeto al poder. La gran paradoja del
Estado de Derecho en su vertiente más directa. Y lo que quiero destacar,
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en relación con lo que se venía diciendo acerca de los estudiosos «post-
constitucionales», es que tal conclusión se pronuncia con toda normali-
dad, porque ése es el sistema constitucional establecido, y se sostiene que
tal conclusión, con todas las consecuencias concretas que en el libro se
estudian, configura un sistema de ejecución objetivo normalizado. Si García
de Enterría, como recuerda el autor, pregonaba la necesidad de «norma-
lizar» el contencioso administrativo en este extremo, no es un simple juego
de palabras destacar que, en mi opinión, el libro ofrece así un ejemplo
óptimo del análisis «normalizado» de una faceta trascendental del sis-
tema de justicia administrativa en España.

Los instrumentos dogmáticos que permiten al autor desarrollar el aná-
lisis del sistema de ejecución de sentencias y proponer su definición como
un sistema objetivo normalizado son, a su vez, relativamente sencillos:
básicamente, se trata de extraer todas las consecuencias de la configura-
ción constitucional de la Administración Pública como institución some-
tida plenamente a la ley y al Derecho (art. 103 CE), esto es, lisa y llana-
mente, del principio de legalidad. Principio de legalidad entendido, en el
fondo, en el sentido de que el ordenamiento que sujeta a la Administra-
ción incluye también a las sentencias que le afecten, y que en consecuencia
le vinculan como el resto del ordenamiento.

El doctor Martín incorpora, pues, la teoría de las potestades admi-
nistrativas, y de las condiciones de su ejercicio, a la actividad que des-
arrollan las Administraciones Públicas en el cumplimiento de las senten-
cias. Más allá de la discusión acerca de la naturaleza, administrativa o
jurisdiccional, de la actividad que despliega la Administración en la eje-
cución de sentencias, el autor procede a dar beligerancia al régimen jurí-
dico que le es aplicable de acuerdo con el Derecho positivo.

A lo largo del libro se pone de relieve cómo el autor efectúa una suerte
de balance entre la aproximación subjetiva y la perspectiva objetiva en el
análisis del sistema de ejecución. Porque en efecto, como se ha destacado
en otras ocasiones, el orden constitucional exige una determinada posi-
ción de la Administración frente al juez que no se acaba con el dar plena
satisfacción al derecho fundamental a la tutela efectiva de jueces y tribu-
nales (art. 24 E), derecho fundamental individualizado a partir del cual
cabría construir una determinada crítica y unas determinadas propues-
tas a la ejecución de las sentencias.

Ciertamente, ésta es una perspectiva constitucionalmente obligada,
pero claramente no es suficiente. El doctor Martín se esfuerza en resal-
tar que la exigencia constitucional no es sólo la de dar satisfacción a un
derecho subjetivo, sino que es también de carácter estructural, de definir
la correcta relación entre los distintos poderes del Estado, en atención a
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las funciones atribuidas al poder judicial (art. 117.3 CE), la posición vin-
culada de la Administración (art. 103 CE) y su sujeción al control por los
tribunales del respeto al principio de legalidad (art. 106 CE). Coincido
plenamente con el autor en este planteamiento.

Lo que ocurre es que la perspectiva subjetiva ha pesado mucho por
varias razones, que tienen que ver, en muchas ocasiones, con los proble-
mas que plantea la vertiente aplicativa, más que la especulativa, del Dere-
cho. Ello es claramente constatable en la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional que se ha ocupado de la cuestión, y es así por la sencilla razón
de que en la gran mayoría de los casos lo ha hecho como consecuencia
de resolver recursos de amparo frente a la vulneración del art. 24 CE.
Ahora bien, esa visión, obligadamente algo parcial, de la cuestión, ha
tenido una gran virtud, y es la de hacer emerger a la superficie el papel
del juez, el decisivo papel del juez, no ya en la satisfacción del derecho
fundamental a la ejecución de las sentencias, ello es obvio, sino también
para el correcto funcionamiento del sistema objetivo de sujeción de la
Administración al Derecho.

La Ley de 1998 sitúa ya al juez contencioso en el centro del sistema
de ejecución, confirmando por fin esa labor de «hacer visible» al juez. Y
hacer visible al juez tiene sus ventajas y sus inconvenientes, como es fácil
comprender. Porque a la mayor atribución de poderes e instrumentos para
ejecutar sus sentencias se corresponde invariablemente una mayor exi-
gencia de responsabilidad por el uso de los mismos, o por su falta de uti-
lización. 

Y aquí es cuando el autor concluye su documentado estudio hablando
de las actitudes de los órganos judiciales como uno de los principales pro-
blemas de la ejecución de sentencias. Ejecución hacia la que, afirma, han
mostrado una cierta pasividad, una «pasiva indiferencia» los jueces y tri-
bunales. Comparto plenamente esta impresión. No es, lógicamente, el caso
de generalizar, como tampoco sería correcto afirmar que la Administra-
ción incumple sistemáticamente las sentencias. Pero si se ha comprobado
empíricamente dicha pasividad, no es una simple apreciación o compro-
bación que sería constatable sólo por los profesionales del Derecho que
pueden sufrir en la propia experiencia este tipo de actitudes; sino que así
lo ha declarado de manera contundente el Tribunal Constitucional, como
digo, con ocasión de conocer numerosos recursos de amparo en casos de
ejecución defectuosa o de inejecución: el Tribunal llega a «denunciar» lo
que denomina las actitudes de «desfallecimiento» de los órganos juris-
diccionales ante los incumplimientos de la Administración, incumpli-
mientos más o menos indisimulados. Pero desfallecimiento, al fin, del
último resorte del Estado de Derecho.
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Una visión equilibrada y ponderada del funcionamiento del sistema
de ejecución en el contencioso-administrativo obliga a no cargar las tintas,
desde luego, sobre ninguno de los dos actores, juez y Administración, que
están en escena. Pero sí conduce a reconocer que son dos, y no uno sólo,
los protagonistas de la obra, y cada uno tiene escrito su papel.

El estudio de Isaac Martín es de carácter dogmático. Este tipo de apro-
ximación es fundamental y es lo que califica al jurista. Pero creo que el
mismo debería venir acompañado o seguido por otros estudios de perfil
empírico que diesen cuenta de la real aplicación por los jueces de los dis-
tintos medios que legalmente tienen a su disposición para ejecutar sus
resoluciones: cuántas exigencias o apercibimientos personales, cuántas
multas coercitivas, cuántos tantos de culpa, etc., en relación con las situa-
ciones objetivas de incumplimiento. Se trata de conocer también el ren-
dimiento institucional del sistema. Porque la verdad es que instrumentos
para mejorar los aspectos deficientes de la justicia administrativa los hay
diseñados en la Ley de la Jurisdicción, tal vez mejorables, pero ahí están.
Ante la masificación jurisdiccional, ¿cuántos procesos testigos se trami-
tan? ¿Cuántos procedimientos de extensión de los efectos de las senten-
cias a terceros? No sé si todo ello cuenta lo suficiente en la evaluación
del rendimiento institucional, que incluye a los profesionales y servidores
públicos de ambos lados del estrado, pero alguien debería contarlo. En
aras a la mejora de la justicia.

Este libro del doctor Martín se inscribe en la labor continuada que un
nutrido grupo de jóvenes administrativistas desarrollan en la Universidad
de Castilla-La Mancha bajo la orientación del profesor Luis Ortega. Gene-
ración joven, decía antes, que muestra la calidad de su trabajo, la soli-
dez de su formación, la sensibilidad y el interés por los problemas de la
Administración de nuestros días. Esta obra es un magnífico ejemplo de
ello. El Derecho administrativo, está, pues, de enhorabuena.

Tomàs FONT I LLOVET

Universidad de Barcelona
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INTRODUCCIÓN. JUSTIFICACIÓN GENERAL 
DE ESTE ESTUDIO

La ejecución de las sentencias dictadas contra la Administración cons-
tituye un elemento clave —quizá el más importante— de la efectividad de
la justicia contencioso-administrativa, de la garantía del derecho a la pro-
tección judicial del administrado y del mantenimiento del principio de
legalidad de la actuación administrativa, pues en última instancia se tra-
duce en la aplicación definitiva de la concreta norma que regula la rela-
ción entre las partes en conflicto, Administración y administrado, tal y
como ha sido interpretada por la sentencia. 

La consecución del respeto a estos principios —efectividad de la jus-
ticia, protección del administrado y legalidad de la actividad administra-
tiva—, todos ellos constitucionales, depende directamente de los poderes
que el ordenamiento jurídico atribuya a los Jueces y Tribunales encarga-
dos de llevar a cabo el mandato de las resoluciones judiciales dictadas
contra la Administración. Y de la aplicación que los propios Jueces y Tri-
bunales hagan de ellos.

Ahora bien, por la especial posición institucional de la Administración
—también consagrada constitucionalmente—, el ejercicio de tales pode-
res de ejecución y de la potestad jurisdiccional, en general, debe coordi-
narse necesariamente con el respeto a la función encomendada a aquélla
por la Constitución, que se concreta en la persecución del interés público.
Por esta razón, el ordenamiento en general y los órganos judiciales en par-
ticular, a la hora de tratar la configuración de las relaciones entre Admi-
nistración y ciudadano, deben perseguir un equilibrio entre el respeto al
desarrollo de la potestad administrativa por parte de los entes públicos para
la consecución de las tareas encomendadas a los mismos y la protección
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del administrado frente a eventuales actuaciones ilegítimas de los órganos
administrativos.

Después de la entrada en vigor de la Ley 29/1998, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, los órganos judicia-
les españoles cuentan ya con esos poderes que les permiten ejercer su fun-
ción de ejecutar las sentencias y, por tanto, garantizar la tutela judicial
efectiva: la Administración no puede escaparse al cumplimiento de las
mismas porque está vinculada a ellas y porque Jueces y Tribunales cuen-
tan con medios reales y efectivos para evitarlo e, incluso, imponer forzo-
samente ese cumplimiento cuando se aparta de tal vinculación. Cuestión
distinta es la voluntad o, incluso, la predisposición psicológica para el uso
de tales medios.

Son muchas las cuestiones que siguen abiertas en el sistema español
de ejecución de sentencias (considerado como una de las «zonas grises»
del contencioso-administrativo por la propia Exposición de Motivos de la
Ley), pues continúan vigentes —aunque transformados y, en parte, justi-
ficados— antiguos privilegios de la Administración. El más notable de
ellos es, sin duda, el privilegio de la inembargabilidad de los bienes públi-
cos (que, no obstante, como es sabido, ya ha comenzado a ser objeto de
restricciones por parte de nuestro Tribunal Constitucional, recogidas pos-
teriormente por el legislador). También destaca el «privilegio» de la dis-
crecionalidad, que en último término supone la existencia de una especie
de reserva de Administración, necesaria para el desarrollo de su función
pero utilizada arbitrariamente en no pocas ocasiones. Pero, muy proba-
blemente, el peor instrumento en manos de la Administración (desde la
perspectiva del administrado) es el conjunto de medios jurídicos con que
cuenta para el ejercicio de sus funciones, cuyo uso ilegítimo hace posible
eludir en cada caso la concreta orden contenida en la resolución judicial
a través del aparente legítimo ejercicio de su potestad administrativa, dotada
de presunción de validez y eficacia. Esto es, la Administración siempre
encuentra, si es su voluntad, un modo de retrasar, modificar o, incluso,
directamente alejarse de la ejecución de la sentencia, del otorgamiento de
la ventaja contenida en ella para el administrado vencedor en el pleito. Y
ahí es donde aparecen los verdaderos problemas para los Jueces, proble-
mas que en muchos casos «se traducen en inactividad o desfallecimiento
de los órganos jurisdiccionales en hacer cumplir sus sentencias» 1.

Por esta razón, la LJCA ha otorgado nuevos poderes a los órganos de
la jurisdicción contencioso-administrativa para luchar frente al ilegítimo

1 FONT I LLOVET, «Justicia administrativa y ejecución de sentencias», en MONTORO CHINER

(coord.), La justicia administrativa, Libro Homenaje al Prof. Dr. D. Rafael Entrena Cuesta. Ate-
lier, Barcelona, 2003, p. 821.
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uso de estos instrumentos (que se transforman en artimañas ilegales cuando
se emplean para evitar la ejecución de lo juzgado), de los cuales destacan
dos: el poder de anulación y el poder de sustitución. Uno y otro son los
medios con que cuenta el órgano jurisdiccional para hacer valer, respec-
tivamente, la vinculación negativa y la vinculación positiva a la sentencia
que se derivan para la Administración desde el mismo instante de su ema-
nación.

Ambos poderes, consecuencia de sendas vinculaciones, nos permiten
afirmar el carácter coactivo (y no meramente coercitivo) de la relación
entre Juez y Administración en la fase de ejecución de sentencias y la suje-
ción de la misma al ejercicio de la función jurisdiccional: la Administra-
ción está vinculada a la sentencia en el posterior ejercicio de la potestad
administrativa y sometida completamente al Juez de la ejecución, en tanto
en cuanto, cuando aquélla se resiste o incluso actúa contra el cumplimiento
de una resolución judicial, éste puede imponer forzosamente el mismo sin
o, incluso, contra la voluntad del propio órgano recalcitrante, así como
anular los actos contrarios al contenido del fallo. 

De otro lado, vinculación y ejercicio de los poderes de anulación y
sustitución suponen una influencia sobre la actividad administrativa de eje-
cución, pues pasa de ser manifestación de la potestad originaria de la Admi-
nistración, cuyo ejercicio está condicionado a la Ley, a ser manifestación
de la potestad-obligación de cumplir un fallo judicial, cuyo ejercicio está
condicionado —y encaminado necesariamente— a la ejecución de una
sentencia.

Este estudio pretende explorar una vía distinta de las utilizadas tradi-
cionalmente por la doctrina y la jurisprudencia españolas para corregir el
déficit ejecutivo que existe en el ordenamiento jurídico español en rela-
ción con las sentencias dictadas frente a la Administración Pública. Por
esta razón, no lleva a cabo un análisis sistemático de los artículos de la
Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa relativos a la ejecución
de sentencias, ni se limita a señalar las carencias de la regulación. 

Antes al contrario, deja de lado las patologías del sistema, para inten-
tar construir una pedagogía de la ejecución. 

La realidad litigiosa de nuestro país demuestra que la ejecución de las
sentencias contencioso-administrativas sigue siendo un problema hoy en
día. Sin entrar a analizar las razones por las cuales ello es así, es claro que
son muchas las ocasiones en las que los órganos jurisdiccionales perma-
necen pasivos frente a los supuestos en los que la Administración no da
cumplimiento a una sentencia, bien porque sencillamente se mantiene inac-
tiva, bien porque la actividad que realiza no es completa, bien porque,
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incluso, actúa para eludir el fallo. Y esa pasividad judicial es consecuen-
cia no de la existencia de un cierto «inactivismo» judicial, sino de la propia
concepción que se tiene del sistema de ejecución y de la relación entre
Juez y Administración en el contencioso-administrativo. 

En su origen, el contencioso-administrativo nació viciado por la pre-
tendida —y conseguida— separación de los asuntos que afectaban a las
autoridades públicas respecto de los pleitos comunes, de tal modo que era
la propia Administración la que se juzgaba y ejecutaba lo juzgado a sí
misma. La Administración había invadido el terreno del Juez. Toda la his-
toria del contencioso-administrativo desde ese momento ha sido la histo-
ria de la lucha por ir reconquistando terreno a la Administración, hasta
normalizar su situación jurisdiccional con respecto al resto de los sujetos
sometidos al ordenamiento jurídico. 

El culmen de este proceso de reconquista llega con la Constitución
Española de 1978, que finalmente destierra del ámbito jurisdiccional a la
Administración Pública, sometiéndola a Derecho. Con ella cambia la con-
cepción del sistema de ejecución de las sentencias contencioso-adminis-
trativas, pero por otra que entendemos incompleta, porque supone seguir
excepcionando el contencioso-administrativo frente al resto de los órde-
nes jurisdiccionales: al integrarse el derecho a la ejecución en el ámbito
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva se entiende que la fun-
ción de hacer ejecutar lo juzgado se justifica por la existencia de tal dere-
cho y no tanto por sí misma. El fundamento del sistema de ejecución pasa
a ser el art. 24 de la Constitución, en lugar del art. 117.3. 

La completa equiparación de la Administración al resto de los sujetos
sometidos a la Constitución y al ordenamiento jurídico exige profundizar
en el alcance de la función jurisdiccional y ponerla como centro del sis-
tema, de tal modo que se relacione inejecución administrativa con función
jurisdiccional de hacer ejecutar lo juzgado e inejecución judicial con dere-
cho a la tutela judicial efectiva. 

La realidad constitucional y legislativa española así lo avala, desde el
momento en que pueden encontrarse en ella manifestaciones e influencias
de la potestad jurisdiccional sobre la potestad administrativa que permi-
ten, además, afirmar la existencia de una relación de carácter coactivo entre
Juez y Administración. 

Éste es el objeto de la presente monografía. Partiendo de un estudio
histórico de la ejecución de las sentencias contencioso-administrativas
(Capítulo I), analiza las bases constitucionales de nuestro sistema de eje-
cución con el fin de proponer un cambio en la concepción constitucional
del mismo (Capítulo II) y extrae las consecuencias que el ejercicio de la
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función jurisdiccional tiene sobre la actividad administrativa (Capítulo III),
para terminar finalmente con una serie de propuestas y algunos retos que
deben ser asumidos.

El camino lógico seguido en este trabajo busca un único objetivo final:
demostrar que el Juez es el verdadero señor de la ejecución, y por ello a
él corresponde hacer valer la vinculación del ejercicio de la potestad admi-
nistrativa a la sentencia cuando ésta es vulnerada por la Administración,
a través de la aplicación de los poderes que el ordenamiento jurídico ha
querido concederle para garantizar la tutela judicial efectiva de los dere-
chos del administrado y, principalmente, el ejercicio de su función juris-
diccional que, en relación con la Administración, consiste en asegurar el
cumplimiento del principio de legalidad de la actividad administrativa y
el sometimiento de ésta a los fines que la justifican (art. 106 CE). Ello,
como consecuencia de la atribución constitucional de la función de hacer
ejecutar lo juzgado, de tal modo que «la perspectiva del artículo 117.3 per-
mite tomar a los tribunales la iniciativa de la ejecución por sí mismos,
arrancando esta responsabilidad de manos de la Administración» 2.

Se persigue, pues, la normalización del contencioso-administrativo en
lo relativo a la ejecución de las sentencias dictadas contra la Administra-
ción 3. 
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2 La expresión es de GARCÍA DE ENTERRÍA, en MUÑOZ MACHADO, La reserva de jurisdicción,
La Ley, Madrid, 1989, p. 126.

3 «Los postulados constitucionales de la ejecución de las sentencias contencioso-adminis-
trativas», en Documentación Administrativa, núm. 209, 1987, p. 8. 
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